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 I. Metodología 

 A. Proceso de redacción  

1. Este informe se ha preparado de conformidad con la resolución 5/1 del Consejo de 
Derechos Humanos de 18 de junio de 2007. En el período de 2008 a 2009 se organizaron 
varios seminarios con el fin de sensibilizar y familiarizar a todos los interesados sobre el 
proceso de Examen Periódico Universal (EPU). Entre ellos, cabe señalar un taller 
coorganizado con el Equipo de las Naciones Unidas en el país que permitió a Tailandia 
sacar provecho de las experiencias de otros países que ya han iniciado el EPU. 

2. Tailandia ha logrado que el proceso de preparación del EPU fuera lo más general e 
integrador posible al hacer participar a los organismos oficiales, la sociedad civil y la 
población; el Ministerio de Relaciones Exteriores conjuntamente con el Ministerio de 
Justicia son los organismos rectores en la preparación del informe nacional de Tailandia. La 
primera reunión oficiosa se celebró en junio de 2010 con representantes de importantes 
organizaciones no gubernamentales (ONG) para examinar las grandes líneas del informe de 
Tailandia sobre el EPU. A continuación se creó un comité y dos subcomités nacionales del 
EPU compuestos por organismos clave del Estado y otros partícipes para supervisar los 
procesos de redacción y consulta del EPU. 

 B. Proceso de consulta 

3. Durante el proceso previo a la redacción, Tailandia organizó 14 talleres con los 
organismos oficiales pertinentes y representantes de la sociedad civil (mundo académico 
y ONG) con el fin de debatir a fondo sobre los diversos temas que se incluirían en el 
informe nacional de Tailandia y de determinar los resultados satisfactorios y las dificultades 
en el ámbito de los derechos humanos. 

4. Se celebraron cinco consultas públicas sobre el primer proyecto de informe: en 
Bangkok y en cuatro regiones del país. Se realizaron campañas por radio y por Internet para 
invitar al público a participar en el proceso. El proyecto también se ha incorporado en los 
distintos sitios web de los diferentes organismos oficiales con el fin de recabar comentarios. 
A partir de ahí se introdujeron modificaciones y el proyecto fue aprobado por el comité 
nacional del EPU antes de ser aprobado por el Consejo de Ministros. 

5. El informe de Tailandia para el EPU es un proceso de reflexión en el que se han 
presentado por un lado los problemas, y por otro, los buenos resultados, como punto de 
referencia a partir del cual medir los futuros avances en materia de derechos humanos. El 
proceso de redacción sirvió para impulsar los progresos en las cuestiones de derechos 
humanos pendientes que fueron examinadas y presentadas al Consejo de Ministros a 
efectos de sensibilizar sobre la necesidad de introducir mejoras. El proceso del EPU en 
Tailandia, por lo tanto, no se limita al examen, sino que tiene por fin lograr ventajas 
concretas para la población del país. 

 II. Información sobre el país 

6. Tailandia cuenta con una larga historia como tierra de libertad y diversidad. Se sitúa 
en la parte sudoriental de Asia y tiene una superficie de 513.115 km2. Tiene fronteras 
terrestres con la República Democrática Popular Lao, Myanmar, Camboya y Malasia. Su 
población es de unos 63,5 millones de habitantes y la componen diversos grupos étnicos: 
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el 75% son tailandeses, el 14 % chinos y el 3% malayos, que representan 1,7 millones de 
personas, principalmente musulmanes, que viven en las tres provincias más meridionales 
del país. El resto son grupos minoritarios, entre ellos varias tribus de montaña.  

7. Tailandia es una monarquía constitucional y el Rey es el Jefe del Estado. Cuenta con 
un sistema parlamentario bicameral: Cámara de Diputados y Senado. El sistema político 
sigue siendo pluripartidista y, por lo tanto, la Cámara de Diputados está formada por 
representantes de diversos partidos políticos. 

8. En 2010 la tasa de crecimiento del producto interno bruto (PIB) fue del 7,8% 
o 10.104.800 millones de baht (317.800 millones de dólares de los Estados Unidos), con un 
ingreso per capita de 150.117 baht (4.720,7 dólares) y una tasa desempleo del 1,04%1. La 
incidencia de la pobreza ha disminuido desde un 33,69 % en 1990 al 8,12% en 2009. La 
tasa de alfabetización es alta: se sitúa en el 98 % desde 1995. La tasa de mortalidad se ha 
reducido al 9,9‰ nacidos vivos y la esperanza de vida ha aumentado a 69/75 (H/M). 

9. En el curso de su evolución Tailandia ha avanzado en varios sectores 
socioeconómicos. No obstante, el desarrollo ha dado lugar a la desigualdad y la injusticia 
sociales, factores que están en el origen de los conflictos sociales y los disturbios políticos 
de los últimos dos o tres años, en particular en la zona meridional, donde ha estallado la 
violencia en los últimos seis años. En la actualidad Tailandia lleva a cabo reformas 
estructurales y sistémicas atendiendo a las recomendaciones del Comité Nacional de 
Reformas y la Asamblea Nacional de Reformas con objeto de garantizar la justicia para los 
pobres y los más desfavorecidos y de reducir la brecha de la desigualdad. El Gobierno ha 
luchado por mejorar los mecanismos de promoción y protección de los derechos humanos y 
proporcionar seguridad social a todos los grupos de población, y ha avanzado en el proceso 
de reconciliación en función de los principios democráticos de justicia e imperio de la ley. 

10. Las elecciones generales de 3 de julio de 2011 permitirán a Tailandia avanzar en el 
camino de la democracia parlamentaria. Pese a las tensiones políticas e independientemente 
de quien gobierne, Tailandia mantendrá su firme voluntad de respeto de los derechos 
humanos, tal como estipula la Constitución.  

11. En Tailandia actualmente se procede a la ejecución del segundo Plan de Acción 
Nacional de Derechos Humanos (2009-2013), elaborado con la participación de todos los 
interesados pertinentes. El segundo Plan tiene por fin fortalecer las redes de derechos 
humanos en todas las regiones, con miras a sensibilizar sobre estos derechos y a mejorar su 
protección hasta alcanzar el nivel internacional y pasar a la aplicación concreta. Tailandia 
también se propone poner en práctica sus compromisos en materia de derechos humanos, 
que ya se han convertido en un plan de acción con un mecanismo de seguimiento. Las 
normas internacionales que se enuncian en los instrumentos internacionales de derechos 
humanos han pasado a ser la referencia para la formulación de leyes y políticas sobre la 
protección de los derechos humanos de la población. 

 III. Promoción y protección de los derechos humanos 

 A. La Constitución del Reino de Tailandia 

12. La Constitución del Reino de Tailandia de 2007 consagra la dignidad humana, la 
igualdad sin discriminación, así como los derechos y las libertades de las personas, según 
establece la Declaración Universal de Derechos Humanos. La Constitución garantiza 
asimismo los derechos de la sociedad a administrar y hacer uso de los recursos naturales. 
Las disposiciones relativas a los derechos y libertades que se enuncian en esta Constitución 
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pueden invocarse directamente ante los tribunales para iniciar una acción judicial en caso 
de violación de estos derechos y libertades. 

13. Tailandia tiene la firme voluntad de promover la democracia con objeto de ofrecer 
un entorno propicio al ejercicio de los derechos humanos y la libertad para todos. La 
Constitución garantiza los derechos de los ciudadanos a participar en política, en la gestión 
de los asuntos públicos, en la formulación de políticas públicas y en la planificación del 
desarrollo económico y social. Se han establecido, asimismo, diversos mecanismos 
independientes de control. Estas disposiciones respaldan la causa de la democracia y los 
derechos humanos, cuya fuerza motriz son la población y la sociedad civil, según se 
evidencia en la evolución política, social y económica de Tailandia. 

 B. Mecanismos de protección de los derechos humanos  

14. Tailandia ha establecido diversos mecanismos de protección de los derechos 
humanos, en particular órganos y mecanismos independientes de protección de estos 
derechos creados en el marco administrativo, el poder legislativo y el poder judicial. 
Ejemplos destacados son: la Comisión Nacional de Derechos Humanos de Tailandia; la 
Oficina de la Comisión Nacional de lucha contra la corrupción; el Defensor del Pueblo; el 
Departamento de Protección de Derechos y Libertades; el Ministerio de Justicia; el 
Departamento de Protección de los Derechos del Pueblo y Asistencia Jurídica, la Fiscalía 
General; el Comité Parlamentario sobre los asuntos relativos a los grupos vulnerables; el 
Tribunal de Justicia; y los Tribunales Administrativo y Constitucional.  

15. Además de los mecanismos del Estado, existentes, la Constitución prevé que las 
organizaciones de la sociedad civil contribuyan a proteger los derechos humanos en el país, 
prestando su apoyo a las redes asociativas que fiscalizan el poder del Estado en todos los 
niveles y que expresan sus puntos de vista y exigencias. 

16. Tailandia tiene la determinación de acatar la Carta de la ASEAN, centrada en el ser 
humano, y los mecanismos regionales de derechos humanos de la Asociación. Tailandia 
está dispuesta a prestar su apoyo a la labor de sus representantes en la Comisión 
Intergubernamental de Derechos Humanos y la Comisión sobre la Promoción y Protección 
de los derechos de la mujer y el niño, ambas de la ASEAN, para que estos mecanismos 
puedan proteger eficazmente los derechos de los pueblos que la integran. 

 C. Instrumentos internacionales de derechos humanos 
en los que Tailandia es parte 

17. Tailandia es uno de los primeros 48 países que suscribieron la Declaración Universal 
de Derechos Humanos el 10 de diciembre de 1948. 

18. Tailandia es actualmente parte en siete instrumentos internacionales fundamentales 
de derechos humanos, a saber: 1) el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; 2) 
el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; 3) la Convención 
sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer y su Protocolo 
facultativo; 4) la Convención sobre los Derechos del Niño y sus dos protocolos facultativos 
relativos a la participación de niños en los conflictos armados y la venta de niños, la 
prostitución infantil y la utilización de niños en la pornografía; 5) la Convención 
Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial; 6) la 
Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes; 
y 7) la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad. Tailandia también 
es parte en los cuatro Convenios de Ginebra de 1949. Más recientemente, el 31 de marzo 
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de 2011, Tailandia pasó a ser parte en la Convención de las Naciones Unidas contra la 
Corrupción. 

19. Tailandia está estudiando seriamente la posibilidad de firmar la Convención 
Internacional para la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas y 
de ratificarla en el futuro. 

20. El país ha ratificado 14 convenios de la Organización Internacional del Trabajo 
(OIT), a saber, los Convenios Nos. 80, 116, 104, 105, 127, 14, 19, 29, 88, 122, 100, 182, 
138, y 159, y tiene la intención de ratificar los Convenios Nos. 87 y 98. 

 D. Los compromisos dimanantes de los instrumentos internacionales 
de derechos humanos 

 1. Derechos civiles y políticos 

  Derecho a la libertad de opinión y de expresión y derecho de reunión pacífica  

21. El derecho a la libertad de opinión y de expresión es el cimiento de la sociedad 
democrática tailandesa. La Constitución garantiza la libertad de una persona de expresar 
opiniones, pronunciar discursos, escribir, imprimir y publicitar sus puntos de vista; prohíbe 
el cierre, la interferencia o la censura de periódicos o medios de comunicación social; a los 
políticos les está prohibido poseer medios de difusión. La Ley de información oficial de 
1997 garantiza al público el derecho a acceder a la información oficial y le permite 
examinar a fondo la labor del Gobierno. 

22. Como parte de la reforma de los medios de comunicación se creó un comité 
compuesto por representantes de las organizaciones competentes para redactar el proyecto 
de ley de derechos, libertad y normas profesionales, con miras a proteger los derechos y 
libertades de la profesión y de los usuarios de información. También se propone fomentar la 
ética de los medios de comunicación y las normas de trabajo, así como fortalecer el sistema 
de autorregulación y velar por que los medios puedan funcionar con libertad y ejerzan esa 
libertad de forma constructiva y profesional. 

23. Tailandia también es sede de numerosas agencias de prensa, organizaciones de la 
sociedad civil y ONG internacionales, todo lo cual es prueba de que existe un clima de 
libertad, propicio a la difusión y la libre expresión de la información. La libertad de opinión 
y de expresión también se manifiesta en la creación de radios y canales de televisión por 
cable comunitarios en todo el país, a la vez que en la plena libertad de que gozan los medios 
de comunicación para formular críticas al Gobierno.  

24. En lo que respecta a la libertad de expresión en relación con la monarquía, Tailandia 
se ha esforzado por lograr un equilibrio entre la protección de la institución, que es el pilar 
fundamental de la identidad y la seguridad de la nación, y el derecho de toda persona a 
expresar sus puntos de vista. Actualmente se procede a examinar los aspectos que deben 
perfeccionarse y la mejor forma de aplicar las leyes pertinentes con imparcialidad. La 
Comisión Nacional de Derechos Humanos también ha iniciado un proceso de examen de 
las correspondientes leyes con el fin de hacer recomendaciones al Gobierno. Entre tanto, se 
ha establecido un Comité Consultivo, presidido por el Secretario Permanente del Ministerio 
de Justicia, para ofrecer asesoramiento a la policía y al ministerio público sobre la 
conveniencia de iniciar acciones judiciales en esos casos de acuerdo con el Código Penal y 
la Ley de delitos informáticos de 2007. 

25. Tailandia reconoce el derecho de reunión pacífica, que pueden ejercer todos los 
grupos de personas, según dispone el artículo 63 de la Constitución. El proyecto de ley de 
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reunión pública tiene por fin regular estas reuniones de conformidad con la Constitución y 
velar por que no se infrinjan los derechos de otras personas. 

  Administración de Justicia  

26. Diversas disposiciones de la Constitución garantizan los derechos individuales en el 
proceso judicial, entre otras cosas el derecho a acceder a la justicia, el derecho a juicios 
rápidos e imparciales y el derecho a la protección y la asistencia del Estado a las víctimas, 
los acusados, los demandados y los testigos, cuando sea necesario y procedente. Por 
consiguiente, en 2008 se modificaron las disposiciones correspondientes del Código de 
Procedimiento Penal para proteger y garantizar estos derechos constitucionales de toda la 
población. 

27. Se han adoptado medidas para difundir públicamente información sobre el sistema 
judicial y mejorar el acceso a la justicia sobre la base de la igualdad. Entre esas medidas, 
cabe citar el establecimiento de mecanismos para recibir denuncias de los ciudadanos, la 
asesoría jurídica y la ayuda económica para contratar abogados y prestar fianza, así como la 
protección de los derechos de los imputados en el proceso de investigación2. 

28. El acceso no igualitario a la justicia para los pobres sigue siendo un problema. El 
derecho de acción judicial y el empoderamiento jurídico de los pobres deben fortalecerse a 
fin de que adquieran más conciencia de sus derechos y tengan mejores oportunidades de 
pedir asistencia jurídica al Estado. Al mismo tiempo, este debe difundir mejor la 
información relativa a los recursos y mecanismos de asistencia jurídica de que dispone la 
población. 

29. La administración de justicia es una cuestión importante en las provincias 
fronterizas del sur. El descontento en el sur no tiene su origen en un conflicto de carácter 
religioso, sino que es causado por las desigualdades económicas y sociales resultantes de 
las políticas de desarrollo del pasado y por factores étnicos e históricos. El Gobierno aspira 
a tratar este asunto basándose en el principio de la reconciliación y por medios pacíficos, de 
conformidad con la propuesta de Su Majestad el Rey: "Entender, hacer participar y 
desarrollar". Con extrema cautela, para no dar lugar a violaciones de los derechos humanos, 
se han empezado a aplicar leyes especiales de seguridad en algunas regiones meridionales. 
Se intenta reducir la aplicación de estas leyes en zonas donde ha disminuido la violencia. 

30. El Gobierno ha puesto en práctica un plan maestro para la Administración de 
Justicia (2009-2012) y el Plan Estratégico de Desarrollo del proceso de justicia en las 
provincias fronterizas del sur de Tailandia (2010-2014) y ha creado varios mecanismos de 
denuncia, como el Centro de Justicia, que constituye un mecanismo de presentación de 
denuncias por conducta improcedente de los funcionarios del Estado3. Si bien la promoción 
de la justicia y el desarrollo ha permitido reducir los incidentes violentos en algunas zonas, 
es necesario redoblar los esfuerzos para mejorar el proceso judicial y enfrentarse al 
problema de la impunidad y hacer justicia a todos los interesados.  

31. En lo que respecta a la situación política de Tailandia, continúan las investigaciones 
sobre los incidentes de violencia de abril y mayo de 2010 para llevar a los responsables ante 
la justicia. Se han ofrecido reparaciones a las personas afectadas por las protestas. Se ha 
creado una Comisión Independiente investigadora para la reconciliación y el Gobierno 
tendrá plenamente en cuenta su informe y recomendaciones a fin de que todas las partes 
gocen de un tratamiento imparcial4. La Comisión Nacional de Derechos Humanos también 
ha creado un comité para investigar los hechos relativos a los incidentes de violencia 
mencionados. 

32. Tailandia ha emprendido un proceso de reforma del procedimiento judicial, en 
particular de la policía, el ministerio público y los tribunales, con el fin de fomentar la 
participación pública y de mejorar el acceso a la justicia. La reforma de la policía se 
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concentrará en reducir la brecha entre la policía y la sociedad, aumentar la rendición de 
cuentas al público, eliminar la corrupción, integrar los derechos humanos en todos los 
aspectos de la labor policial, perfeccionar el sistema de supervisión de la policía y mejorar 
el proceso de investigación. 

33. Tailandia abolió la pena de muerte para los menores de 18 años y no la aplica a las 
mujeres embarazadas ni a las personas con enfermedad mental. La pena de muerte solo se 
impone a personas que han cometido delitos graves y, en diversas ocasiones, ha sido 
posible solicitar y obtener un indulto real, en cuyo caso la pena capital se conmuta por la de 
prisión perpetua. Además, Tailandia atribuye gran importancia al proceso de consulta 
nacional sobre la pena capital. 

34. Los exreclusos siguen padeciendo a causa de los prejuicios y la discriminación en la 
sociedad. Deben adoptarse medidas para prestar ayuda a este grupo de población a fin de 
que se reintegren en la sociedad y ejerzan su derecho a tener medios de subsistencia 
viables.  

  Prohibición de la tortura  

35. El artículo 32 de la Constitución prohíbe la tortura y las penas crueles o inhumanas. 
El Código Penal tipifica diversos actos delictivos que entran en el ámbito de la tortura, 
según se define en el artículo 1 de la Convención contra la Tortura. El país se esfuerza por 
incluir la definición de tortura en su legislación y tipificarla como delito para lograr la 
conformidad con la Convención. 

36. El Código de Procedimiento Penal prohíbe el uso de la tortura en el proceso penal, 
en particular la obtención de confesiones y la utilización en el tribunal de pruebas obtenidas 
por medios ilegítimos. Durante la investigación debe haber un abogado presente. De 
conformidad con el Código de Procedimiento Penal, las personas que durante una 
investigación fueran torturadas por funcionarios tienen derecho a denunciar el asunto ante 
un tribunal. De acuerdo con el reglamento penitenciario, todos los acusados serán 
sometidos a un examen físico cuando se les transfiera a la cárcel. Las víctimas de la tortura 
también tienen derecho a pedir reparación e indemnización, tanto en derecho penal como 
civil, en particular con arreglo a la Ley sobre daños y perjuicios a las víctimas e 
indemnización y gastos del acusado en un procedimiento penal, de 2001. 

37. La ley prohíbe la aplicación de medidas de coerción a los presos, salvo que 
constituyan una amenaza para ellos mismos u otras personas y para evitar que se fuguen. 
Toda decisión de aplicar la coerción debe ser reexaminada cada 15 días por un comité. En 
cualquier caso, la ley prohíbe aplicar la coerción como forma de castigo. También está 
prohibida la imposición de medidas coercitivas a los presos mayores de 60 años y las 
mujeres. En lo que respecta a la situación de las cárceles y los centros de detención, 
Tailandia ha seguido mejorando las condiciones de estos establecimientos para adaptarlos a 
los principios jurídicos, del derecho penitenciario y de derechos humanos. 

38. Las autoridades militares y policiales han dictado órdenes en todos los niveles para 
que no se torture a los acusados o detenidos. Los casos relativos a torturas o desapariciones 
se someten al procedimiento judicial, que debe acelerarse todavía más para que se procese a 
los responsables y se haga justicia a las víctimas. Se han impartido cursos de formación en 
materia de derechos humanos a los militares, los agentes de policía y los funcionarios 
pertinentes. También es preciso profundizar el conocimiento y la sensibilización de los 
funcionarios en cuestión sobre las obligaciones contraídas por el país en función de la 
Convención contra la Tortura. 
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 2. Derechos económicos, sociales y culturales 

  Derecho al desarrollo y erradicación de la pobreza 

39. Hace décadas que Tailandia viene luchando por alcanzar un desarrollo económico y 
social equitativo para todos. En su forma de abordar el desarrollo y la reducción de la 
pobreza se guía por la filosofía de Su Majestad el Rey sobre la economía de la suficiencia, 
que constituye el núcleo del 10º Plan Nacional de Desarrollo Económico y Social de 
Tailandia (2007-2011). Se manifiesta por una reducción del gasto, generación de ingresos, 
ampliación de oportunidades, creación de capacidad y fortalecimiento de las comunidades a 
fin que de que sean más autónomas. El proyecto del 11º Plan (2012-2016) sigue dando gran 
importancia al desarrollo centrado en los individuos y a la participación popular y la 
autonomía para lograr el objetivo final de la igualdad y la justicia social. 

40. La tasa de pobreza ha venido disminuyendo constantemente, lo que ha tenido como 
corolario que Tailandia alcanzara el Objetivo 1 de los Objetivos de Desarrollo del Milenio 
de erradicar la pobreza extrema y el hambre. La tasa de pobreza se ha reducido desde 
el 33,69% en 1990 hasta el 8,12% en 2009. En el marco del 10º Plan Nacional de 
Desarrollo Económico y Social, Tailandia se ha comprometido a seguir reduciendo esta 
cifra hasta el 4% en 2011. Los avances de Tailandia en materia de alivio de la pobreza son 
el resultado de diversas políticas y programas públicos destinados a prestar ayuda a los 
pobres y a los desfavorecidos, a fin de que tengan acceso a las oportunidades y los servicios 
sociales5. 

41. El Gobierno atribuye gran importancia a la asistencia que se presta a los campesinos 
de bajos ingresos y con pequeñas explotaciones (la mayoría de la población tailandesa) para 
salir de la pobreza mediante diversas políticas, como la estabilización de los precios 
agrícolas, el sistema de ingresos garantizados, el fondo de bienestar social de los 
agricultores, el establecimiento de bancos de crédito agrícola y la entrega de títulos de 
propiedad de tierras6. Se ha creado un consejo nacional de campesinos que les permite 
participar en la toma de decisiones y comunicar directamente sus necesidades al Gobierno. 
También se han impartido cursillos a los campesinos sobre la planificación del presupuesto 
del hogar, a fin de liberarlos de las cargas económicas. 

42. Es necesario abordar el problema estructural fundamental de la desigualdad entre 
ricos y pobres para permitir el ejercicio del derecho al desarrollo en un pie de igualdad. Las 
medidas adoptadas a este respecto comprenden las reformas para la distribución equitativa 
de la tierra y los recursos, la seguridad social para todos los grupos y la descentralización 
del poder con el fin de aumentar la participación de las comunidades locales en su 
desarrollo y autogestión, lo que incluye la protección del derecho a un medio ambiente 
limpio y a preservar su cultura y forma de vida, según se enuncia en la Constitución. El 
Estado debe esforzarse por fomentar el conocimiento por parte de la población de los 
proyectos de desarrollo que afectan a su vida, y su aportación a estos, y modificar las leyes 
y reglamentos para garantizar la participación efectiva de los habitantes de la comunidad. 

  Derecho al trabajo 

43. La Constitución garantiza el derecho de los trabajadores a la seguridad y al bienestar 
en el marco del derecho. La Ley de protección laboral de 1998 (enmienda de 2008) es la ley 
más importante, ya que estipula los derechos y obligaciones tanto de empleadores como de 
empleados; sus disposiciones reglamentan el empleo y las normas mínimas que los 
empleadores deben acatar en todos los aspectos de la relación laboral, en particular los días 
laborables, las vacaciones, los permisos, los salarios, las horas extraordinarias, la seguridad 
y el entorno de trabajo, la protección social, así como el trabajo de mujeres y niños. La ley 
protege a todos los trabajadores sin importar la raza, la nacionalidad ni otra condición o 
estado. 
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44. El Gobierno reconoce la importancia de los derechos de asociación y negociación 
colectiva de los miembros de un sindicato. Por este motivo, Tailandia tiene intención de 
ratificar los convenios de la OIT Nº 87 sobre la libertad sindical y la protección del derecho 
de sindicación y el Nº 98 sobre el derecho de sindicación y de negociación colectiva. Se 
han adoptado medidas para armonizar la legislación nacional con estos convenios con miras 
a su ratificación. 

45. En lo que respecta al salario mínimo, en diciembre de 2010, el Gobierno aprobó un 
aumento promedio del salario mínimo de un 6,35%, en beneficio de millones de 
trabajadores tailandeses y migratorios. 

46. En lo tocante a la seguridad en el trabajo, la Ley de seguridad, higiene y entorno 
laborales de 2011 garantiza que los empleadores ofrezcan condiciones de trabajo 
aceptables. No obstante, es necesario que los procedimientos judiciales relacionados con los 
riesgos laborales sean ágiles para ofrecer reparaciones e indemnizaciones adecuadas a los 
trabajadores afectados. Aunque los trabajadores tienen cada vez más conciencia de sus 
derechos, sigue siendo necesario informar sobre los derechos laborales. Los trabajadores 
deben poder acceder más fácilmente a los procedimientos judiciales y tener acceso 
igualitario a los derechos y la protección que proporcionan el sistema de seguridad social y 
la legislación conexa. 

47. El Gobierno ha ampliado la cobertura de seguridad social prevista en la Ley de 
seguridad social de 1990 a unos 24 millones de trabajadores del sector no estructurado. Los 
que ingresan en el sistema de seguridad social de manera voluntaria deben contribuir 
económicamente, en paralelo con la aportación del Gobierno, para percibir prestaciones en 
caso de discapacidad, fallecimiento, enfermedad o vejez. Tailandia ha promulgado una ley 
de protección de los trabajadores del sector agrícola y, en aplicación de la Ley sobre la 
protección de los trabajadores domésticos de 2010, ha ampliado la cobertura a estos 
últimos. Se está estudiando un proyecto de reglamentación sobre la protección de los 
trabajadores domésticos. Los trabajadores que están fuera del sistema laboral, como los 
conductores de taxis y mototaxis y vendedores ambulantes podrán obtener préstamos a bajo 
interés para reducir el costo de vida. 

48. En lo referente a los trabajadores tailandeses del extranjero, el Ministerio de Trabajo 
aspira a impedir que sean explotados por agentes u oficinas de empleo ilegales, que serán 
enjuiciados y castigados según prescribe la ley. Se ofrecen préstamos con interés más bajo 
para reducir el costo que supone ir a trabajar al extranjero. El Fondo de Ayuda a los 
trabajadores del extranjero presta asistencia a los trabajadores abandonados o a los 
afectados por disturbios o desastres naturales en el país en el que trabajan para que vuelvan 
a Tailandia, y asiste a las familias de los trabajadores que mueren en el extranjero7. 

  Derecho a la salud 

49. Tailandia ha aplicado una política sanitaria general y desde la perspectiva de los 
derechos. Los tres sistemas de seguro de salud principales con que cuentan los tailandeses 
son: 1) el Plan de seguro médico de los funcionarios, que abarca a unos 5 millones de 
personas; 2) el Plan de seguridad social, que cubre a unos 9,8 millones de asalariados del 
sector estructurado; y 3) el Plan de cobertura universal de salud para los que no están 
incluidos en los dos sistemas anteriores y que son unos 47,3 millones de personas. 

50. El Gobierno contribuyó a mejorar el Plan de cobertura universal de salud ampliando 
el presupuesto a fin de incrementar el gasto por persona. Los ciudadanos tailandeses 
incluidos en este sistema tienen derecho a tratamiento médico gratuito para la mayor parte 
de las afecciones. Los centros de salud de nivel inferior al de distrito han sido elevados a la 
categoría de hospitales de promoción de la salud en todo el país, con el fin de ampliar el 
acceso a una atención y servicios de salud de mayor calidad en las zonas rurales. El 
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Gobierno también imparte formación a casi 1 millón de asistentes sanitarios voluntarios de 
aldea y de núcleos urbanos para prestar asistencia primaria de salud y socorro localmente y 
para difundir la información sanitaria entre los habitantes de la comunidad8. 

51. En el Plan Estratégico Nacional sobre el SIDA (2007-2011) se prevé la protección 
de los derechos de las personas infectadas con el VIH. La atención y tratamiento del 
VIH/SIDA están cubiertos por el Plan de cobertura universal de salud, en las condiciones 
estipuladas por el Ministerio de Salud Pública. El Gobierno abona una mensualidad de 500 
baht a las personas con VIH/SIDA a fin de mejorar su calidad de vida. Tailandia también 
fomenta el acceso al tratamiento médico de los desfavorecidos y otros grupos marginados, 
por ejemplo, los reclusos y los trabajadores migratorios, con ayudas económicas de otras 
fuentes, como el Fondo Mundial de Lucha contra el SIDA, la Tuberculosis y la Malaria. 
Tailandia sigue fomentando las actitudes positivas en los funcionarios públicos, los 
proveedores de servicios y los ciudadanos con las personas infectadas con VIH/SIDA para 
que puedan acceder a los servicios en igualdad de condiciones y vivan en sociedad sin ser 
estigmatizados ni discriminados. 

52. Aun cuando todos los tailandeses tengan un seguro de salud, sigue habiendo 
discrepancias entre las prestaciones de los distintos sistemas, lo que debe mejorarse para 
que todos tengan acceso al mismo nivel de tratamiento médico. Es preciso abordar 
adecuadamente el acceso a los medicamentos patentados. Tailandia también tiene presente 
la protección del derecho a la salud de las personas cuya condición jurídica no está bien 
definida, lo que se tratará en la sección sobre grupos específicos. 

  Derecho a la educación 

53. Tailandia está en proceso de aplicar la política de educación para todos. Todos los 
niños deben cursar 9 años de educación obligatoria y tienen derecho a 12 años de enseñanza 
básica según la Constitución, lo que se refuerza con el programa de enseñanza gratuita de 
15 años para todos, desde el jardín de infancia hasta el nivel de secundaria, sin importar la 
nacionalidad. 

54. Los niños con discapacidad tienen derecho a la enseñanza gratuita desde que nacen 
hasta el nivel de enseñanza universitaria de primer ciclo, teniendo debidamente en cuenta 
sus necesidades especiales. Los centros de educación especial de cada provincia prestan 
ayuda a los niños con discapacidad desde el nacimiento con miras a mejorar su calidad de 
vida y permitirles la integración en las clases con otros niños. 

55. Los niños musulmanes de las provincias fronterizas del sur reciben una enseñanza 
acorde con su forma de vida, identidad, cultura y necesidades específicas. El Gobierno 
sigue centrándose en la mejora de los niveles educativos, la formación de profesores de 
religión; en inculcar el sentido de solidaridad nacional y multiculturalismo mediante la 
utilización del idioma local junto con el idioma tailandés y en promover la formación 
profesional para lograr mejores empleos. Los alumnos pueden optar a cierto número de 
becas para continuar la educación. 

56. En cuanto a los alumnos de las zonas alejadas, la tecnología de la información y las 
comunicaciones permiten administrar grupos de escuelas, con una escuela principal que 
funciona como centro de asistencia a las otras, a fin de impartir enseñanza a distancia a los 
alumnos. Se fomentará aún más la enseñanza a distancia y de adultos para que los que no 
tuvieron oportunidades de hacerlo antes accedan a la enseñanza superior. 

57. Si bien se está aplicando la política de la educación para todos, sigue habiendo 
dificultades en cuanto a la calidad de la educación y el acceso igualitario. Es necesario 
hacer más esfuerzos por mejorar la calidad de la enseñanza y de los docentes, en particular 
ampliar las oportunidades de educación para los niños pobres y los que viven en zonas 
alejadas promoviendo las escuelas de las comunidades locales. Los niños que están fuera 
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del sistema de enseñanza o que abandonan la escuela recibirán ayuda para continuar su 
educación. Los niños con discapacidad necesitan de más apoyo, a fin de que puedan 
integrarse en las clases con otros niños sin que sean discriminados. Debe fortalecerse el 
programa de enseñanza de 15 años para ofrecer efectivamente una educación gratuita, sin 
costo alguno. 

58. Los no tailandeses y las personas cuya condición jurídica no está bien definida, en 
particular los que pertenecen a grupos étnicos, los hijos de trabajadores migratorios, así 
como los niños que han entrado al país ilegalmente, también tienen derecho a 15 años de 
enseñanza gratuita. El gasto individual de educación de estos niños se asigna en igual 
cantidad que a los niños tailandeses. No obstante, todavía queda mucho por hacer para que 
tengan igual acceso a la educación. El Ministerio de Educación fomenta actualmente una 
mayor sensibilización en las escuelas de todo el país sobre el derecho de estos niños a 
matricularse en las escuelas públicas y trata de implantar medidas para que puedan 
adaptarse y permanecer en la escuela por más tiempo. 

59. En lo referente a la educación de los desplazados, véase el párrafo 103, en la sección 
sobre los desplazados y solicitantes de asilo. 

 3. Los derechos de grupos específicos 

  Derechos del niño 

60. La promoción y protección de los derechos del niño es una prioridad para Tailandia. 
Desde que en 1992 se adhiriera a la Convención sobre los Derechos del Niño, Tailandia ha 
promulgado nuevas leyes y ha modificado más de 17 instrumentos legislativos para 
adaptarlos a las disposiciones de la Convención. Los más destacados son la Ley de 
protección de la infancia de 2003 y la Ley y procedimiento del tribunal juvenil y de familia 
de 2010. Los niños en detención deben comparecer ante este tribunal en un plazo de 24 
horas y el tribunal puede dictar una orden de protección del niño sin iniciar acción judicial 
alguna. Se utiliza la terapia en sustitución de las penas y en las comisarías de policía se van 
a crear locales de investigación específicamente para los niños9. 

61. Las organizaciones administrativas locales desempeñan un importante papel en la 
protección y desarrollo del niño. Se han establecido comités de protección del niño y 
consejos de niños y adolescentes en todos los niveles, desde el nacional hasta el local. No 
obstante, es preciso desplegar más esfuerzos para lograr que los mecanismos locales 
funcionen de modo más eficaz en la protección del niño. Es preciso elaborar planes 
generales de protección del niño a nivel local y de comunidad fomentando el trabajo en 
colaboración con los consejos locales de niños y adolescentes. 

62. El Gobierno, que presta especial atención a la primera infancia, ha creado un comité 
nacional sobre el desarrollo de la primera infancia, presidido por el Primer Ministro, a 
efectos de acelerar la aplicación de la política y estrategia a largo plazo para el desarrollo de 
la primera infancia (2007-2016). Esta política se centra en el desarrollo adecuado de los 
niños desde que nacen hasta los 5 años proporcionando protección social a la madre y al 
niño en lo referente a la nutrición, atención de salud y centros de desarrollo de la primera 
infancia10. Los niños con discapacidad son objeto de especial atención. 

63. En lo que respecta a los niños de las provincias fronterizas del sur, los organismos 
oficiales pertinentes han realizado esfuerzos por promover su desarrollo y protegerlos de la 
violencia de la región. En consecuencia, en 2010 el número de niños afectados por la 
violencia disminuyó significativamente, hasta alcanzar las cifras más bajas desde 2004. Se 
ha dotado de protección a escuelas y docentes para que los niños puedan ejercer su derecho 
a la educación. En el caso de los niños y adolescentes que han cometido delitos contra la 
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seguridad, el Gobierno tiene plena conciencia de la importancia de aplicar el sistema de 
justicia juvenil en lugar de leyes especiales de seguridad. 

64. En lo que respecta a los niños apátridas, en 2010 Tailandia anunció que retiraba la 
reserva al artículo 7 de la Convención sobre los Derechos del Niño que garantiza, entre 
otras cosas, el derecho del niño a ser inscrito inmediatamente después de su nacimiento. 
Según la legislación en materia de nacionalidad e inmigración, así como la Estrategia de 
Gestión sobre el problema de la condición y derechos de las personas, los niños de 
migrantes de larga duración y los que pertenecen a grupos étnicos tienen derecho a solicitar 
la nacionalidad tailandesa o la condición de migrantes en situación regular, de conformidad 
con las normas establecidas11. Los hijos de trabajadores migratorios, menores de 15 años de 
edad, pueden inscribirse en el registro con sus padres, lo que les permite permanecer en 
Tailandia legalmente y los habilita para ejercer los diversos derechos fundamentales. 
También existe la posibilidad de que obtengan la nacionalidad de su país de origen en 
virtud del principio del jus sanguinis (derecho por descendencia) sobre la base del registro 
de nacimiento y la verificación de la nacionalidad de los padres. 

65. La violencia contra los niños sigue siendo un problema importante, bien sea en 
forma de violencia doméstica, pornografía infantil, agresión sexual de un niño o la 
participación de niños en asuntos relacionados con estupefacientes. Este problema exige 
una aplicación eficaz de la ley, así como una sensibilización y conocimiento de las leyes y 
que los agentes del orden tengan en cuenta las necesidades específicas de los niños. Será 
preciso redoblar los esfuerzos para lograr que los niños desencaminados vuelvan a la 
escuela, y promover el papel de la familia, la sociedad y las escuelas en la prevención, 
protección y ayuda a los niños víctimas de malos tratos. En lo tocante a la pornografía 
infantil, debe incorporarse la definición pertinente en la ley que corresponda. 

66. En cuanto a la asistencia, se han establecido mecanismos como el centro de atención 
integrada de emergencia de los hospitales, líneas telefónicas de asistencia y refugios 
públicos y privados con equipos multidisciplinarios12 y redes de ONG que prestan ayuda a 
los niños víctimas de malos tratos y los que corren el riesgo de serlo. Se ha llevado a cabo 
un análisis de la situación de la violencia contra los niños cuyos resultados permitirán 
formular una política nacional de prevención y protección de la violencia contra niños y 
adolescentes. 

67. En lo que se refiere al trabajo infantil, la Ley de protección laboral de 1998 
(modificada en 2008) prohíbe emplear niños menores de 15 años. Tailandia ha avanzado 
notablemente en la resolución del problema, en particular mediante actividades de 
sensibilización y el establecimiento de redes de prevención del trabajo infantil hasta el nivel 
de aldeas. Se ha creado un Comité Nacional para la erradicación de las peores formas del 
trabajo infantil, presidido por el Primer Ministro, encargado de dirigir las políticas y 
medidas necesarias para resolver este problema de forma global, con especial hincapié en 
los malos tratos de los hijos de migrantes. No obstante, es preciso fortalecer la labor de los 
inspectores de trabajo. También se necesitan medidas para que más hijos de migrantes se 
incorporen en el sistema de enseñanza. 

68. Los niños de la calle siguen siendo un problema importante. El Gobierno y las ONG 
se ocupan de ayudar a estos niños al proporcionar docentes, orientación psicológica, 
alojamiento provisional, así como de incorporarlos al sistema de enseñanza y reintegrarlos 
en sus familias. No obstante, el tratamiento de este problema debe seguir siendo objeto de 
una estrategia sistemática y eficaz. 

  Derechos de la mujer 

69. La Constitución de Tailandia garantiza la igualdad de todas las personas ante la ley, 
así como la igualdad de derechos de hombres y mujeres. Tailandia ha modificado y 
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promulgado leyes y ha elaborado mecanismos que permiten promover y proteger los 
derechos de la mujer13. El país está en proceso de retirar su reserva al artículo 16 de la 
Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, 
relativa al matrimonio y la vida familiar. 

70. El Comité Nacional de Política y Estrategia sobre el avance de la mujer, presidido 
por el Primer Ministro, es el órgano central que tiene la responsabilidad de las políticas y 
medidas que atañen a las mujeres. El 10º Plan de Desarrollo de la Mujer (2007-2011) 
destaca varios aspectos prioritarios para que las mujeres disfruten plenamente de sus 
derechos humanos. 

71. En los ministerios del Gobierno se han nombrado funcionarios superiores para la 
igualdad entre los géneros y coordinadores de cuestiones de género con el fin de promover 
la igualdad entre sexos y la integración de la perspectiva de género en la labor de los 
respectivos organismos. 

72. Cabe destacar la iniciativa de Su Alteza Real la Princesa Bajarakitiyabha de 
promoción de los derechos de la mujer por su campaña en pro de las Reglas de las Naciones 
Unidas para el tratamiento de las reclusas y medidas no privativas de la libertad para las 
mujeres delincuentes o "Reglas de Bangkok", destinada a eliminar la discriminación de las 
presas respondiendo a sus necesidades específicas. Está en curso la creación del instituto de 
justicia de Tailandia que permitirá favorecer la aplicación de las Reglas de Bangkok en 
todos los países. 

73. La Constitución promueve la representación proporcional adecuada de mujeres y 
hombres en los cargos políticos. No obstante, la proporción de mujeres en la política y la 
administración pública sigue siendo baja. El Gobierno ha adoptado medidas para fomentar 
una mayor participación de la mujer en la elaboración de políticas y alienta su promoción al 
nivel administrativo y decisorio potenciando sus conocimientos y su capacidad de 
dirección. Se alienta a los partidos políticos a que promuevan las candidaturas de mujeres a 
las elecciones. En cambio, la proporción de mujeres en puestos de dirección en las 
organizaciones de la sociedad civil es comparable a la de los hombres. Las mujeres también 
desempeñan un papel rector en las movilizaciones por una mayor protección de los 
derechos humanos en diversos ámbitos. 

74. La violencia contra la mujer sigue siendo una cuestión difícil de resolver. Se han 
modificado diversas leyes y se han redactado otras para tratar de resolver este problema14. 
Se han adoptado medidas, entre ellas: una campaña nacional para poner fin a la violencia 
contra la mujer; se ha establecido un centro de atención integrada de emergencia, una 
unidad multidisciplinaria en hospitales; líneas telefónicas de urgencia y refugios para 
ayudar y rehabilitar a las víctimas de la violencia. Otras medidas son: el establecimiento de 
salas de investigación en las comisarías de policía exclusivas para mujeres; la utilización de 
agentes policiales femeninos en el proceso de investigación; y la creación de salas 
especiales de los tribunales para las mujeres maltratadas. Teniendo en cuenta que las 
mujeres con discapacidad son particularmente vulnerables a la violencia, se ha formulado 
un plan de desarrollo de la mujer con discapacidad para ayudarla a mejorar sus condiciones 
de vida. 

75. Los embarazos de adolescentes constituyen un problema que requiere atención. Se 
ha elaborado una Política y Estrategia nacional para el desarrollo de la salud reproductiva 
con el fin de hacer frente a la cuestión mediante un enfoque multidisciplinario y la 
promoción de la educación en materia de salud reproductiva y sexual de los niños y 
adolescentes como medida preventiva eficaz. Tailandia también está elaborando un 
proyecto de ley de protección de la salud reproductiva destinado a promover y proteger los 
derechos en materia de procreación de la mujer. Este proyecto aborda, asimismo, el derecho 
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a la educación de las adolescentes embarazadas para que puedan asistir a la escuela y 
continuar sus estudios. 

76. Uno de los obstáculos principales en la promoción y protección de los derechos 
humanos de la mujer y la igualdad entre los géneros son los estereotipos negativos sobre el 
papel de la mujer en la sociedad. El Gobierno se propone tratar este problema de diversas 
maneras, por ejemplo: integrando el respeto de los derechos humanos y la igualdad entre 
los géneros en todos los niveles de la enseñanza; impartiendo formación a los docentes y al 
personal de educación para acrecentar su comprensión de las cuestiones de género; y 
fomentando la participación de los medios de comunicación en la sensibilización sobre los 
estereotipos de género y la igualdad entre los géneros, tanto en la familia como en la 
sociedad. Se han adoptado medidas para que los hombres participen en el problema de la 
violación de los derechos de la mujer y sean más responsables respecto de los embarazos no 
deseados. 

77. Se está redactando un proyecto de ley sobre la promoción de la igualdad entre los 
géneros que no sólo protegerá a las mujeres contra la discriminación, sino que también 
prohibirá la discriminación por motivo de orientación sexual. El propósito de la 
Constitución es prohibir la discriminación injusta sobre la base de la identidad sexual; la 
orientación sexual de una persona no es delito para la legislación tailandesa. No obstante, el 
ejercicio de los derechos fundamentales de una persona con otra identidad sexual sigue 
causando problemas a causa de la discriminación, lo que indica que se ha de intensificar la 
lucha. 

  Derechos de las personas con discapacidades 

78. La Constitución de Tailandia garantiza la igualdad de todos ante la ley y prohíbe la 
discriminación injusta contra una persona a causa de su discapacidad. También garantiza el 
derecho de las personas con discapacidad a acceder a la protección social, los servicios 
públicos y la adecuada asistencia del Estado. 

79. Tailandia ha redactado varias leyes de protección de los derechos de las personas 
con discapacidad y de mejora del acceso a los establecimientos y servicios públicos. La Ley 
sobre el empoderamiento de las personas con discapacidad de 2007 y la Ley sobre la 
educación de las personas con discapacidad de 2008 constituyen leyes generales desde la 
perspectiva de los derechos para la protección de los derechos de los discapacitados. El 
Plan Nacional de fomento de la calidad de vida de las personas con discapacidad sirve de 
guía para la labor de todos los organismos. El Comité Nacional para el empoderamiento de 
las personas con discapacidad, presidido por el Primer Ministro, impulsa la aplicación del 
Plan. Se ha establecido un subcomité en cada provincia del país para aplicar las políticas y 
fortalecer la protección de los discapacitados en el nivel local. 

80. Entre las iniciativas políticas, cabe señalar: la asignación de un subsidio por 
discapacidad de 500 baht mensuales a todos los discapacitados registrados; el Reglamento 
sobre el empleo de las personas con discapacidad, que exige que las organizaciones 
públicas y privadas contraten a personas con discapacidad, a razón de una por cada 100 
empleados; la prestación de un servicio de lengua de señas para facilitar el acceso a 
distintos servicios; asistencia jurídica y de otro tipo; promoción de servicios e instalaciones 
adaptados a las personas con discapacidad; y servicios de tecnología de la información y las 
comunicaciones que favorezcan el acceso a la información. 

81. También se han puesto en práctica diversos mecanismos de protección social. Se 
han iniciado proyectos, como el Fondo para el empoderamiento de las personas con 
discapacidad, los centros de aprendizaje de la comunidad, los programas de la comunidad 
para la rehabilitación, los centros de ayuda a la autonomía y el proyecto Bastón Blanco de 
asistencia a la autonomía y una integración más activa en las actividades sociales. Estas 
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iniciativas se han visto fortalecidas con la participación de diversos interesados con 
discapacidad, en consonancia con el concepto fundamental de desarrollo integrador de la 
discapacidad. 

82. Pese a los avances realizados, es preciso incrementar la sensibilización social sobre 
los derechos de las personas con discapacidad que necesitan ayuda para ejercer sus 
derechos y acceder a la protección social que la ley ampara, y a las que hay que dar iguales 
oportunidades de educación y empleo. La falta de servicios e instalaciones adaptados en 
lugares públicos o su inaccesibilidad son dificultades de orden práctico que exigen mayor 
atención. 

  Derechos de las personas de edad 

83. Tailandia se ha convertido en una sociedad que envejece y donde la proporción de 
personas de edad (mayores de 60 años) constituye un 11% aproximadamente de la 
población total, o más de 7 millones de personas. No obstante, se prevé que hacia 2030, la 
proporción de la población de edad aumente en un 25% aproximadamente. El Gobierno 
está decidido a hacer el máximo esfuerzo para que las personas mayores dispongan de 
cuidados, apoyo y asistencia adecuados y tengan una vida digna. 

84. La Constitución, el segundo Plan Nacional de 20 años para las personas de edad 
(2002-2022) y la Ley sobre las personas mayores de 2003, guían la política de Tailandia 
respecto de este grupo de población en conformidad con el Plan de Acción Internacional de 
Madrid sobre el Envejecimiento de 2002. La Ley sobre las personas mayores garantiza los 
derechos de las personas de edad y el establecimiento del Fondo para los mayores, que 
ofrece préstamos sin interés a los que quieran crear su propia empresa después de la 
jubilación. 

85. El primer Plan Nacional tenía por fin crear conciencia y responsabilidad social en la 
atención de las personas mayores, en tanto que el segundo presta mayor atención a la 
evolución a largo plazo, animándolas e infundiéndoles confianza para que sigan siendo 
miembros productivos de la sociedad, a la vez que se mantiene su integración y buena salud 
y unos ahorros suficientes. La Comisión Nacional de las personas de edad, presidida por el 
Primer Ministro, se creó con el fin de servir de plataforma para hacer avanzar el Plan. 
En 2009 el Gobierno de Tailandia, con objeto de garantizar la seguridad de los ingresos, 
amplió el subsidio de vejez, que es una pensión no contributiva para los mayores, a efectos 
de abarcar a todas las personas que no contaran con otro plan público de pensiones. 
Actualmente, este plan beneficia a unos 6 millones de personas mayores. 

86. El Gobierno se propone mejorar la seguridad social y los ingresos de las personas de 
edad a más largo plazo y de forma viable, animándolos a depender de sus ahorros y a no 
limitarse a recibir ayuda del Estado. El Gobierno ha promulgado la Ley del Fondo Nacional 
de Ahorro como mecanismo para alentar a todas las personas en activo que no estén 
comprendidas en ninguno de los planes de pensiones públicos a contribuir voluntariamente 
con sus ahorros, lo que les permitirá percibir una pensión vitalicia mensual después de la 
jubilación. 

87. Las comunidades y las organizaciones administrativas locales adquieren más 
importancia en la atención de los mayores. El Gobierno proyecta pedir a las organizaciones 
administrativas locales que en el futuro contribuyan financieramente a los ahorros de las 
personas de edad. También se creó a escala local el Proyecto de voluntariado para la 
atención a los ancianos a domicilio, con el fin de brindar cuidados y de proteger a los 
mayores en su propio hogar, en todo el país. 

88. Los mayores desean que el Gobierno de Tailandia promueva su derecho al trabajo, a 
la salud y a la utilización de sus conocimientos, especialidades y competencia técnica en el 
proceso de desarrollo. Habida cuenta de que el problema de los ancianos abandonados por 
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su familia aumenta, el Gobierno debe encontrar formas e incentivos para alentar a las 
familias y las comunidades a ocuparse de ellos. El conocimiento de los derechos que les 
concede la ley debe difundirse ampliamente en ese grupo de población. Es preciso 
prepararse para envejecer con calidad de vida y dignidad. 

  Derechos de los grupos marginados 

 a) Grupos étnicos 

89. De conformidad con la ley, todos los grupos étnicos de Tailandia gozan de igual 
protección y sin discriminación alguna. La Constitución garantiza el derecho de las 
comunidades locales tradicionales a disfrutar de su cultura, tradiciones y conocimientos 
locales y el derecho a participar en la gestión y uso de los recursos naturales y el medio 
ambiente. 

90. Las personas que pertenecen a grupos étnicos se integran socialmente en la sociedad 
tailandesa de diversos modos. Los migrantes de larga duración pueden obtener la condición 
de migrante en situación regular y sus descendientes, la nacionalidad tailandesa, con arreglo 
a la Ley de nacionalidad y la Estrategia de gestión sobre el problema de la condición y 
derechos de las personas, según se menciona en el párrafo 64. 

91. Las personas que pertenecen a grupos étnicos que están por recibir la nacionalidad 
tailandesa tienen derecho al Plan de cobertura universal de salud como el resto de los 
ciudadanos tailandeses. Además, el 23 de marzo de 2010, el Consejo de Ministros aprobó la 
decisión de hacer extensiva la atención primaria de salud a más de 400.000 personas en 
situación indefinida y asignó una nueva suma de 348.040 millones de baht al presupuesto 
para el período comprendido entre abril y septiembre de 2010 destinada a la promoción de 
la salud, rehabilitación y tratamientos, así como la prevención de enfermedades para 
este grupo. 

92. El derecho al desarrollo de las personas de los grupos étnicos se ejerce 
fundamentalmente por medio de los proyectos apadrinados por la realeza, iniciados por 
Su Majestad el Rey durante los últimos 60 años. Los proyectos han aumentado 
sensiblemente el nivel de vida de las comunidades étnicas al proporcionar asistencia para la 
agricultura y la formación profesional, la educación, los servicios de atención de salud, la 
infraestructura básica y otras posibilidades de empleo. Los proyectos también contribuyen a 
aumentar la sensibilización de las comunidades a la preservación del medio ambiente y la 
recuperación y conservación de las reservas forestales. Permiten, asimismo, hacer frente al 
problema de los estupefacientes y fortalecer las comunidades étnicas mediante el desarrollo 
autárquico y sostenible, a la vez que se preservan su cultura y formas de vida tradicionales. 

93. No obstante, sigue habiendo dificultades en lo que respecta al acceso igualitario a 
los servicios de salud y educación a causa del idioma y las barreras culturales y geográficas. 
La puesta en práctica del proceso de determinación de la nacionalidad y el estatuto personal 
ha sido lenta por falta de recursos humanos y económicos, de conocimiento de leyes y 
reglamentos por los funcionarios del Estado y por las actitudes negativas hacia esas 
personas. También es motivo de preocupación la extorsión de personas que todavía no 
tienen documentos de identidad. Además, la mayoría de los grupos étnicos vive en tierras 
de las que no hay título de propiedad, razón por la cual el Gobierno está estudiando la 
posibilidad de autorizar a las comunidades étnicas a vivir en situación regular y hacer uso 
de las tierras con títulos de propiedad de la comunidad. 
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 b) Trabajadores migratorios 

94. Tailandia es desde hace mucho un país de tránsito y destino de migrantes a causa de 
las disparidades sociales y económicas en algunos de los países vecinos, de donde proceden 
más de 2 millones de trabajadores migratorios. 

95. Tailandia ha firmado un Memorando de Entendimiento con Camboya, la República 
Democrática Popular Lao y Myanmar con el fin de ofrecer a los trabajadores migratorios 
procedentes de esos países un mecanismo oficial para trabajar legalmente en el país. Los 
trabajadores que ingresan en el país con arreglo a estos Memorandos de Entendimiento 
recibirán visados y permisos de trabajo por dos años, con una posible prórroga por otros 
dos años. Los trabajadores migratorios registrados que han obtenido permisos de trabajo 
tienen los mismos derechos que los trabajadores tailandeses. 

96.  El Gobierno, con el fin de ayudar a todos los trabajadores migratorios a ejercer sus 
derechos fundamentales, ha dado la posibilidad a los migrantes en situación irregular 
procedentes de Camboya, la República Democrática Popular Lao y Myanmar de regularizar 
su situación mediante el proceso de registro que el Ministerio del Interior y el Ministerio de 
Trabajo llevan a cabo en todo el país. Desde 2004 ha habido seis procesos de regularización 
y en los dos últimos se permitió que los hijos de trabajadores migratorios menores de 15 
años se registraran junto con sus padres. Los trabajadores migratorios registrados tienen 
derecho al seguro de salud y protección básicos en función de tres leyes, a saber: la Ley de 
protección laboral de 1998, la Ley de seguridad social de 1990 y la Ley de indemnización 
por accidentes del trabajo. 

97. En 2010, el Gobierno, con miras a legalizar la situación de los trabajadores 
migratorios ya residentes en el país, empezó a aplicar una política que exige que todos estos 
trabajadores registrados se sometan al proceso de verificación de la nacionalidad. Al 
terminar el proceso recibirán un certificado de nacionalidad o pasaporte de su país de 
origen. Las autoridades otorgan visados y permisos de trabajo por dos años, con una posible 
prórroga por otros dos. El plazo para finalizar la verificación de nacionalidad vence el 28 de 
febrero de 2012. El Gobierno continúa las negociaciones con los países de origen para 
simplificar el proceso de verificación de nacionalidad, así como para que no lleve tanto 
tiempo y tenga una mejor relación costo-eficacia. 

98. A efectos de proteger los derechos de los trabajadores migratorios y de evitar que 
sean objeto de abusos, se han hecho esfuerzos por difundir ampliamente la información 
sobre los derechos y obligaciones de los empleadores y empleados según la legislación, en 
los idiomas birmano, lao y khmer, para permitir mayor acceso a esta información. Las 
inspecciones de trabajo para velar por que las condiciones de trabajo sean conformes al 
nivel exigido se llevan a cabo en todas las provincias. También se ofrece formación a los 
funcionarios de trabajo y otros funcionarios competentes, así como al público a escala 
central y local, para afianzar la comprensión de los derechos de los trabajadores migratorios 
y fortalecer la red de protección laboral general. 

99. Con arreglo a la Ley de empleo de extranjeros de 2008, que impone fuertes 
sanciones a los empleadores que participen en la trata de seres humanos y el trabajo 
forzado, los trabajadores migratorios tienen derecho a ser protegidos contra los abusos de 
los empleadores. No obstante, sigue siendo necesario consolidar la aplicación de la ley para 
que los trabajadores migratorios tengan una protección correcta, especialmente en lo que 
respecta al salario mínimo y la seguridad en el trabajo. El acceso igualitario a los servicios 
de salud y la justicia de los trabajadores migratorios es también una cuestión importante 
que debe afianzarse. Asimismo, los organismos competentes deben ocuparse seriamente de 
la cuestión de la corrupción, la extorsión y otros tratos abusivos por agentes del orden. 

100. En lo que respecta al derecho a la salud de los trabajadores migratorios en situación 
irregular y sus hijos, el Ministerio de Salud Pública ofrece atención médica a todos los 
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trabajadores con independencia de su situación legal. El Ministerio se propone prestar 
asistencia a este grupo mediante la promoción de la salud, la prevención y el tratamiento 
médico, en particular la vacunación de los hijos de trabajadores migratorios en su 
comunidad. 

101. Tailandia reconoce la contribución de los trabajadores migratorios al desarrollo 
económico del país y estudia la posibilidad de integrar la cuestión en el proyecto del 11º 
Plan Nacional de Desarrollo Económico y Social con miras a implantar una gestión eficaz 
del trabajo de los migrantes que tenga en cuenta todos los factores, a saber, los derechos 
humanos, la seguridad nacional y las necesidades económicas. Sigue siendo necesario 
examinar la estrategia de gestión de la condición de los trabajadores migratorios para dotar 
de eficacia a los diversos procesos. Tailandia también evaluará su preparación para 
adherirse a la Convención Internacional sobre la protección de los derechos de todos los 
trabajadores migratorios y de sus familiares. 

 c) Desplazados y solicitantes de asilo 

102. Si bien Tailandia no es parte en la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados 
ni en su Protocolo de 1967, sigue acogiendo por motivos humanitarios a unos 110.000 
desplazados de Myanmar en 9 zonas de alojamiento provisional, en 4 provincias a lo largo 
de la frontera. Ello se lleva a cabo en estrecha colaboración con la comunidad de donantes, 
la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR) y 
varias ONG a fin de proteger y promover los derechos fundamentales de esas personas y de 
encontrar una solución duradera a su situación, por ejemplo el reasentamiento en un 
tercer país. 

103. Tailandia ha colaborado con diversas ONG para establecer dispensarios y 
proporcionar tratamiento médico y atención de salud a los desplazados y a las comunidades 
tailandesas cercanas. Aquellos que padecen problemas médicos graves serán enviados a los 
hospitales de los alrededores, mientras que el Ministerio de Salud Pública lleva a cabo 
actividades de prevención de enfermedades y vacunaciones. Se ofrece formación 
profesional para fomentar los conocimientos especializados que puedan resultar útiles para 
la repatriación o el reasentamiento, a la vez que se fomentan las posibilidades de generar 
ingresos en los alojamientos provisionales para reducir la dependencia de estas personas de 
la ayuda. 

104. Los niños que viven en alojamiento provisional reciben una educación equivalente a 
los grados 1 al 10. Aunque el plan de estudio en el alojamiento provisional no ha sido 
certificado por el sistema de enseñanza, está en curso de elaboración un programa de 
referencia en tailandés y en inglés para obtener la acreditación. Además, todos los niños de 
los refugios provisionales tienen derecho a ser inscritos al nacer. 

105. El Gobierno se propone participar más activamente en la gestión del alojamiento 
provisional, en particular en la oferta de educación y la mejora de la calidad de vida de los 
desplazados, con el fin de prepararlos para su posible repatriación en condiciones de 
seguridad y dignidad, y permitirles desempeñar un papel constructivo en su país de origen 
cuando la situación sea propicia. 

106. Tailandia tiene conciencia de la dificultad específica que plantea la situación de los 
solicitantes de asilo en el medio urbano. Se buscan soluciones para este grupo sobre la base 
de los principios humanitarios y de conformidad con la Ley de inmigración de 1979. Por 
otra parte, el Gobierno ha cooperado con el ACNUR sobre el acceso al seguimiento de las 
condiciones de vida de estas personas basándose en los principios de derechos humanos. 
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 4. Trata de seres humanos 

107. El problema de la trata de seres humanos en Tailandia es complejo, por cuanto es un 
país de origen, tránsito y destino. El problema afecta a los grupos más vulnerables, 
especialmente a las mujeres, niñas, niños, trabajadores migratorios y grupos étnicos. 
También adopta diversas formas, como la trata para explotación sexual, explotación laboral 
y mendicidad forzada. 

108. La lucha contra la trata de seres humanos empezó seriamente a fines de la década 
de 1980 y desde 2004 es un objetivo nacional. Continuamente se formulan leyes y políticas 
y se establecen mecanismos, pero el gran avance lo constituye la Ley de prevención y 
represión de la trata de seres humanos de 2008. La Ley adopta la perspectiva de los 
derechos y protege a todas las víctimas de la trata, sin importar su sexo, nacionalidad o 
condición jurídica, de conformidad con el Protocolo para prevenir, reprimir y sancionar la 
trata de personas, especialmente mujeres y niños, que complementa la Convención de las 
Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional. 

109. Tailandia ha iniciado la lucha contra la trata de seres humanos sobre la base de las 
cuatro P: políticas, prevención, protección y procesamiento15. Desde que se aplica la ley, se 
ha detenido a 221 personas en relación con 139 causas penales16. Además, se ha permitido a 
las víctimas de la trata permanecer y trabajar en el país provisionalmente, según dispone la 
ley, a fin de facilitar el procesamiento de los responsables de la trata y para los procesos de 
rehabilitación e indemnización. 

110. Tailandia ha firmado un memorando de entendimiento en los niveles subregional y 
bilateral del Mekong con sus vecinos, a saber: Camboya, la República Democrática Popular 
Lao, Myanmar y Viet Nam, sobre las actividades conjuntas para resolver el problema de la 
trata de seres humanos y proteger y prestar ayuda a las víctimas. Tailandia también 
colabora con otros países en la lucha contra la trata de seres humanos en varios contextos 
regionales. 

111. Tailandia ha logrado buenos resultados en la solución de algunos aspectos del 
problema, como la prostitución y el trabajo forzados, así como la rehabilitación de las 
víctimas. No obstante, las formas de la trata han cambiado y se vuelven más complicadas, y 
sigue siendo un problema suprimirla. Es necesario consolidar la aplicación de la ley y 
fortalecer la capacidad de los agentes del orden, tanto en lo que se refiere a los recursos 
como al conocimiento de las leyes, de modo que puedan aplicarlas eficazmente. Es preciso 
castigar severamente a los funcionarios corruptos según prescribe la ley. Los casos 
pendientes de trata de seres humanos deben tramitarse con celeridad para que las víctimas 
reciban indemnizaciones y se procese a los responsables. Debe consolidarse la labor de los 
equipos multidisciplinarios, especialmente a escala provincial, estableciendo para ello un 
mecanismo que coordine y supervise su labor de cerca. 

112. La trata con fines de explotación laboral en el sector de la pesca constituye un 
problema importante. Se ha creado un Subcomité de prevención y supresión de la trata en el 
sector de la pesca. Con objeto de hacer frente al problema de forma duradera y concreta, se 
lleva a cabo un estudio sobre la viabilidad de la creación de un centro de empleo para el 
sector de la pesca a efectos de paliar totalmente la escasez de trabajadores tailandeses y no 
tailandeses, así como de gestión y protección de los derechos de los trabajadores de este 
sector. Este centro dependerá de la Asociación Nacional de la Industria Pesquera de 
Tailandia bajo la supervisión de los organismos oficiales competentes. 

113. Para reiterar el compromiso de Tailandia de luchar contra la trata de seres humanos, 
el Gobierno ha cursado una invitación al Relator Especial sobre la trata de personas, 
especialmente mujeres y niños para que visite el país en 2011. 
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 IV. Logros y dificultades 

 A. Logros 

114. Tailandia es parte en la mayoría de los convenios internacionales fundamentales de 
derechos humanos. Se ha esforzado por retirar las reservas a las disposiciones que figuran 
en esos instrumentos, con miras a acrecentar la protección de los derechos humanos de 
la población. 

115. La Constitución de Tailandia garantiza la dignidad humana, los derechos, las 
libertades y la igualdad de todos, en particular los derechos de las comunidades. Se han 
elaborado diversas leyes, políticas y normativas, lo que pone de manifiesto la disposición 
de Tailandia de promover y proteger los derechos humanos, no solo de los ciudadanos 
tailandeses, sino de los no tailandeses que viven en el país. 

116. Tailandia cuenta con diferentes mecanismos independientes de protección de los 
derechos humanos establecidos en el marco de la Constitución. También hay mecanismos 
nacionales en forma de comités para la protección de los derechos de grupos específicos, 
muchos de los cuales bajo la dirección del propio Primer Ministro. Los mecanismos de 
protección de los derechos humanos han sido descentralizados hasta el nivel local mediante 
la creación de comités para proteger los derechos de las personas que viven en esas 
localidades cuyo impulso son las organizaciones administrativas del mismo nivel. Las 
personas cuyos derechos han sido vulnerados disponen de varios recursos para presentar 
demandas, pedir reparación y lograr la rehabilitación. 

117. Tailandia cuenta con una sociedad civil dinámica que desempeña un papel 
importante en la promoción y protección de los derechos humanos. Las organizaciones de 
la sociedad civil y las ONG son libres de constituir redes para emprender actividades 
relativas a los derechos humanos y dar opiniones críticas sobre las políticas y medidas 
llevadas a cabo por el Gobierno. En muchos casos, la sociedad civil ha logrado resultados 
concretos, entre ellos el hecho de ser el motor principal de la reforma nacional17. Al mismo 
tiempo, la colaboración entre el sector público y el privado, representada por equipos 
multidisciplinarios, es un importante mecanismo de promoción y protección de los 
derechos humanos en Tailandia. 

118. Los habitantes de las comunidades locales han logrado una mayor sensibilización a 
sus derechos y han tomado parte activa en la mejora y protección de los derechos humanos 
de la comunidad. Al emprender actividades de desarrollo, el Gobierno debe tener en cuenta 
sus puntos de vista. 

 B. Dificultades 

119. Las desigualdades sociales y el acceso desigual de la población pobre, desfavorecida 
y marginada a los derechos, oportunidades y servicios son problemas estructurales que 
requieren la participación de la sociedad en su conjunto. 

120. Es preciso hacer frente al conflicto político latente en el país, que puede dar lugar a 
la violencia, basándose en los principios de la democracia, el estado de derecho y la 
reconciliación, a fin de que todos los grupos sientan que se les trata de manera imparcial. 

121. Es necesario resolver la situación de descontento de las provincias fronterizas del sur 
atacando la raíz del problema y haciendo justicia a las personas afectadas por los actos de 
los responsables de la violencia y los funcionarios del Gobierno. 
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122.  La poco satisfactoria aplicación de la ley es un importante motivo de preocupación, 
en parte derivado de la falta de sensibilización a los derechos humanos y a los grupos 
vulnerables y marginados de la sociedad, en particular la falta de conciencia, conocimiento 
y comprensión de la ley por los funcionarios del Gobierno. Otro problema que debe 
abordarse seriamente es la corrupción. 

123. Aunque haya mecanismos multidisciplinarios establecidos para proteger los 
derechos humanos a escala local, en la práctica sigue habiendo dificultades para que estos 
mecanismos funcionen eficazmente. Los planes locales de trabajo siguen sin abordar 
adecuadamente la protección de los derechos de diversos grupos, como los niños y las 
mujeres. Mientras tanto, sigue pendiente la transferencia del presupuesto central a las 
autoridades locales para que ellas mismas lo gestionen. La labor de estos órganos locales 
debe ser transparente y responsable, y en los mecanismos de control deben participar el 
público y la sociedad civil. 

124. El Gobierno debe ocuparse de la cuestión de las violaciones de los derechos 
humanos derivadas de los proyectos de desarrollo públicos y privados, de conformidad con 
la Constitución, mediante la promoción de la participación pública y los debates y el 
diálogo transparentes. Debe protegerse la labor de los defensores de los derechos humanos 
en la salvaguardia de los derechos de la población de las comunidades. 

 V. Prioridades y compromisos nacionales 

125. Velar por la justicia social, reducir las desigualdades socioeconómicas y elevar el 
bienestar de los pueblos mediante la elaboración de un sistema de protección social y 
reformar estructuralmente el país en los aspectos político, económico y social. Debe darse 
importancia a las recomendaciones formuladas por el Comité Nacional de Reforma y la 
Asamblea Nacional de Reforma, que el Gobierno suscribe. 

126. Acelerar la reforma de la estructura del poder mediante la descentralización de la 
competencia administrativa a las localidades, las comunidades y el pueblo, de conformidad 
con la Constitución, a efectos de fortalecer la protección de los derechos humanos a nivel 
local. Velar por la protección de los derechos humanos, en particular los derechos de la 
mujer, el niño y las personas con discapacidad y los mayores, en especial los derechos de 
las comunidades, mediante la incorporación de planes de trabajo a escala local y lograr la 
participación popular en la formulación, ejecución y evaluación de las políticas y planes 
que afectan a la vida en sociedad. 

127. Acelerar la reforma del sistema, mecanismos y procedimientos de justicia, a fin de 
lograr una buena administración, y el respeto y la protección de los derechos y libertades 
del pueblo. 

128. Acelerar los esfuerzos para resolver la situación de las provincias fronterizas del sur 
por medios pacíficos, la reconciliación, el entendimiento y el estado de derecho, los 
derechos humanos, el desarrollo y la administración de justicia. Procurar que se ponga fin a 
la aplicación de leyes especiales en la zona y concentrarse en el empleo de medios civiles 
para resolver el problema. 

129. Fortalecer el cumplimiento de la ley y la aplicación de políticas y planes sobre los 
derechos humanos, así como acrecentar la eficacia de los mecanismos establecidos de 
protección de los derechos humanos a escala nacional, provincial y local. 

130. Promover la enseñanza de los derechos humanos en todos los tipos y niveles de 
educación, centrarse en los derechos y obligaciones, así como en la conciencia de las 
responsabilidades públicas y colectivas. Promover la formación en derechos humanos y la 
difusión de la información sobre los instrumentos internacionales de derechos humanos y la 
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legislación nacional pertinente a los funcionarios de Gobierno para sensibilizarlos sobre los 
derechos humanos, en particular los de los grupos vulnerables y marginados, así como a los 
órganos administrativos locales y los dirigentes de las comunidades, a fin de que tomen 
conciencia de su papel en la protección de los derechos de la población de las localidades. 
Promover el conocimiento básico de la ley por la población. 

131. Promover la comprensión y reconocimiento públicos de la diversidad de los grupos 
étnicos que componen la sociedad tailandesa y sus derechos fundamentales, a fin de reducir 
las desigualdades y la discriminación sociales, a la vez que se promueve más ampliamente 
la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación 
Racial. 

132. Acelerar la supresión de las prácticas corruptas de los funcionarios del Estado que 
dan lugar a violaciones de los derechos de la población. 

133. Aplicar el Plan de Acción Nacional de Derechos Humanos y los compromisos en 
materia de derechos humanos, en particular el afianzamiento del papel y la responsabilidad 
de Tailandia en la protección de los derechos humanos a escala nacional e internacional, en 
su calidad de miembro del Consejo de Derechos Humanos. 

 VI. Fomento de la capacidad y asistencia técnica 

134. La educación y formación en materia de derechos humamos es un aspecto en el que 
sería beneficiosa una mayor cooperación que intensificara el conocimiento y la 
comprensión e inculcar una cultura de derechos humanos en la sociedad tailandesa, en los 
sectores público y privado, las instituciones universitarias, las familias y las comunidades. 

135. Tailandia espera beneficiarse de la asistencia técnica y del intercambio de las 
mejores prácticas, a fin de acrecentar la capacidad de los organismos públicos para aplicar 
más eficazmente la legislación relacionada con los derechos humanos y mejorar la 
estructura de los organismos de la fuerza pública con objeto de propiciar una cultura de 
trabajo basada en los derechos. 

136. Tailandia espera compartir las buenas prácticas sobre derechos humanos con 
diferentes países, especialmente los países en desarrollo y está dispuesta a prestar ayuda a 
otros países en su labor sobre estos derechos. 

 Notas 
 
 1 The high growth rate and low unemployment rate are significantly attributed to the Government’s two 

economic stimulus packages aimed at alleviating the impact of the global economic crisis and 
enhancing competitiveness for future development. These include the one time stimulus payment to 
boost consumption of low income earners, free electricity and tap water, free use of buses and third-
class trains, the reduction of cost of animal feed and breeders as well as oil prices in order to reduce 
people’s cost of living. The Tonkla-Archeep Project has been introduced to address the problem of 
unemployment and to enhance the capacity of those unemployed. 

 2 These measures are carried out through various mechanisms, such as: the Legal Clinics which have 
already been set up in all provinces in Thailand; the Mobile Justice Project; the Justice Fund which 
provides assistance especially for the poor; the Justice for Community Programme which assists in 
mediating community disputes without recourse to litigation; and the Office of Rights Protection and 
Legal Aid which has been set up in all provinces of the country. 

 3 Other mechanisms include a 24-hour hotline service to receive all complaints from the public and 
Civil Justice Centres (Keadilan Centres) operated by community and religious leaders to provide 
advice on legal matters and human rights, receive complaints, help settle disputes, as well as 
coordinate with other agencies regarding remedies for those affected by the violence at the district 
and sub-district levels. 
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 4 The Government has implemented some of the Commission’s recommendations and provided legal 

assistance and financial support to those accused who wished to receive bail in cases relating to the 
political unrest. 

 5 Important policies include: the Village/Urban Community Fund which provides occupational loans 
for the poor; the Community Welfare Fund which is contributed by the Government, the local 
administrative organizations and members at the ratio 1:1:1 Baht/day; the Housing for the Poor 
Project which accommodates up to 50,000 families in rural areas and the Debt Restructuring Scheme 
which helps reduce the people’s debt burden by having non-institutional loans converted into 
institutional loans. 

 6 The Government’s policy on land distribution to address poverty and social inequality. Title deeds 
will be issued to communities living on idle plots owned by the state to help them make a living from 
the land. Communities are not allowed to sell the land under the programme. 

 7 There are currently 13 labour offices abroad which protect, monitor and assist Thai workers as 
required. 

 8 Because of the important role they play in healthcare in the rural areas, since 2009, these volunteers 
have been given remuneration by the Government. 

 9 Moreover, National Child and Youth Development Plans are developed every 5 years with the 
participation of all stakeholders, especially children and youths. The current Plan integrates the prior 
National Policy and Strategic Plan for Child Development according to “A World Fit For Children” 
and the Child-Friendly City Strategy. 

 10 The Government focuses on promoting maternal and child nutrition, particularly immunization and 
iodine nutrition for pregnant women and breast feeding mothers, to ensure that children get a healthy 
start in life. This includes: welfare for children from birth till the age of five; counseling for 
breastfeeding mothers; 24-hour hotline on hygiene for mothers and their babies; setting up nursery 
centres in every district in Thailand; encouraging private businesses to provide nurseries in exchange 
for tax incentives; and free care for pre-school children of construction workers. In addition, the 
National Standard for Early Childhood Development Centres has been developed as a tool to assess 
the operation of early childhood development centres across the country, thereby helping to improve 
their quality in a continuous and concrete fashion. 

 11 The rules cover 4 categories of persons, namely: (1) those who have lived in Thailand consecutively 
for a long period; (2) those who have completed their undergraduate education in Thailand (prior to 
18 January 2005); (3) rootless children who have lived in Thailand for more than 10 years; and (4) 
those whose actions have benefited the country. The above persons who were born in Thailand have 
the right to apply for Thai nationality in accordance with the established rules. If they were not born 
in Thailand, they have the right to apply for the status of legal migrants, as well as the right to apply 
for a change of nationality subsequently. 

 12 A multi-professional or multidisciplinary team comprises personnel from various professions such as 
medical, legal and social welfare from both the public and private sectors. The role of the team covers 
prevention, follow-up and monitoring, fact-finding, welfare protection, legal assistance, rehabilitation 
as well as reintegration of victims into society. 

 13 Important laws include: the 2008 Female Title Act; the 2007 Civil Code Amendment Act, which 
guarantees equality between women and men regarding engagement and grounds for divorce; and the 
2005 Name Act (No. 3), which gives married women the choice to maintain their maiden names or 
adopt the name of their husbands. 

 14 Important laws and regulations include: the amended Criminal Code that criminalizes marital rape; 
the enactment of the Protection of Victims of Domestic Violence Act; and the issuance of the Office 
of the Civil Service Commission’s Regulation on Sexual Harassment. 

 15 The 4Ps are: Policy A National Committee, chaired by the Prime Minister, and a Coordination 
Committee, chaired by a Deputy Prime Minister, have been set up to oversee anti-human trafficking 
efforts in an integrated manner. A national strategy on the prevention and suppression of trafficking in 
persons has been drafted and the Operation Centre on Human Trafficking has been established at all 
levels with close collaboration among the Government agencies and the NGOs in a multidisciplinary 
manner. (2) Prevention Campaigns have been carried out to raise awareness of the public about the 
problem of human trafficking through various media channels. June 5 of every year has been declared 
the national anti-human trafficking day. (3) Protection The Children and Family Homes have been set 
up in all 76 provinces across Thailand, providing primary assistance for victims of trafficking. There 
are also the 24-hour Hotline Centre and 9 Protection and Occupation Development Centres. The 9 
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centres comprise 4 Protection and Occupation Development Centres for males, 4 Protection and 
Occupation Development Centres for females and the Pakkred Reception Home for Boys, which 
provide assistance and protection suited to the problems and needs of the injured persons. (4) 
Prosecution The Anti-Human Trafficking Division has been set up under the Royal Thai Police. 

 16 These figures cover the period between June 2008 and December 2009. 
 17 The Government supports this civil society initiative by establishing the National Reform Committee 

and the National Reform Assembly and providing financial support to them, while allowing them to 
work independently. 

    

 


